5
Acción de Tutela
66001-22-05-000-2016-00121-00

Julio César Marín López vs PORVENIR S.A. y Ministerio de Defensa

REPÚBLICA DE COLOMBIA
[image: image1.wmf] 

 


TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL
Radicación Nro. :

66001-22-05-000-2016-00121-00 
Referencia: 

Acción de Tutela
Accionante: 

Julio César Marín López
Accionado: 

PORVENIR S.A. – Ministerio de Defensa Nacional
Providencia: 
              Sentencia de primera instancia
Magistrado Ponente:         
Issa Rafael Ulloque Toscano

Tema a Tratar: 

Acción de Tutela - Derecho de Petición: 
En este orden de ideas, ante el Ministerio de Defensa Nacional no se ha radicado solicitud alguna que pretenda la expedición de tiempos de servicios o bonos pensionales como lo refiere el actor, bien por parte de la AFP PORVENIR S.A. sobre quien recae esa competencia o de parte del accionante; por lo que mal podría predicarse que tuviera la obligación de pronunciarse de fondo frente a la misma o de emitir una explicación por la imposibilidad de resolverla oportunamente, por lo que no existe comportamiento omisivo que configure una transgresión de ese derecho fundamental
Pereira, junio dos (02) de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 02 de junio de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por el señor JULIO CÉSAR MARÍN LÓPEZ, quien actúa a través de apoderado judicial, ante la presunta violación de su derecho fundamental de petición.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Julio César Marín López, identificado con cédula de ciudadanía No. 4´515.553, expedida en Pereira, Risaralda.
ACCIONADOS:
Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.

Ministerio de Defensa Nacional.
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata el accionante que el día 22 de febrero del año en curso presentó derecho de petición ante PORVENIR S.A. con el fin de que le fuera reconocida la pensión de invalidez, momento en el cual se le informó que dentro del término de dos meses se le notificaría el avance de la misma.
Que el 29 de febrero siguiente se le informó que para proceder con el reconocimiento debía contar con los respectivos bonos pensionales, entre ellos del Ministerio de Defensa por haber prestado servicio militar, pero que esa dependencia se demoraba hasta 60 días para emitir los certificados correspondientes; por lo que una vez emitido el mismo, se procedería a decidir la solicitud de reconocimiento pensional.
Relata que cumplido ese plazo acudió ante PORVENIR S.A., donde le informaron que el Ministerio de Defensa aún no había emitido la respectiva respuesta.

Para finalizar aduce que no ha recibido respuesta de fondo frente a la solicitud elevada ante la entidad –sic-.

Conforme a lo anterior, solicita se le ordene al Ministerio de Defensa que de manera inmediata remita ante PORVENIR S.A. la certificación que le fuera requerida, relacionada con los aportes efectuados durante el término que prestó servicio militar y, a esta que una vez reciba la documentación proceda a adelantar el estudio de reconocimiento de la pensión de invalidez.
II. TRÁMITE
Mediante auto de 20 de mayo de 2016, visible a folio 13 del expediente, se dispuso dar trámite a la presente acción constitucional y se concedió el término de 2 días para que las autoridades accionadas ejercieran su derecho de defensa.
Dentro del término concedido se pronunció el Ministerio de Defensa –fls. 16 a 18-, solicitando su desvinculación al considerar que la emisión del bono pensional debe efectuarla una vez la AFP a la que se encuentre vinculado el accionante se lo solicite, misma que hasta la fecha no ha sido elevada por PORVENIR S.A., quien sea de paso aclarar debe hacerlo con los documentos soportes de la historia laboral del afiliado.
Por su parte, la AFP PORVENIR, aunque en forma extemporánea –fls. 18 y s.a.-, manifestó que hasta la fecha el accionante no ha radicado solicitud formal de reconocimiento de la pensión de invalidez ante esa entidad, toda vez que no ha allegado la documentación requerida, específicamente en lo que tiene que ver con el tiempo que informa estuvo prestando servicio militar, por lo que no puede alegar su propia culpa a su favor.
III.  CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se evidencia vulneración del derecho fundamental de petición de la accionante?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Del derecho de Petición:

Es el mecanismo a través del cual se le permite a toda persona realizar peticiones respetuosas a la administración y en cambio, tiene derecho a obtener una respuesta clara, pronta y de fondo respecto de la solicitud, sobre los elementos de este derecho ha dicho la Corte Constitucional que consisten en lo siguiente
: 


“(1) El derecho a presentar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 
autoridades, sin que éstas puedan negarse a recibirlas o tramitarlas.

 


(2) El derecho a obtener una respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos 
establecidos en las normas correspondientes.

 


(3) El derecho a recibir una respuesta de fondo, lo que implica que la autoridad a la 
cual se dirige la solicitud, de acuerdo con su competencia, está obligada a 
pronunciarse de manera completa y detallada sobre todos los asuntos indicados en la 
petición, excluyendo referencias evasivas o que no guardan relación con el tema 
planteado. Esto, independientemente de que el sentido de la respuesta sea favorable o 
no 
a lo solicitado.

 


(4) El derecho a obtener la pronta comunicación de la respuesta.”

Respecto al derecho de petición ha precisado la Honorable Corte Constitucional que es determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, pues permite a toda persona, entre otras cosas, reclamar ante las autoridades explicaciones acerca de las decisiones adoptadas y que de manera directa o indirecta les afectan, además que la voluntad del Constituyente de incluir el derecho de petición dentro del capítulo de la Carta Política conocido como “de los derechos fundamentales” no fue otra que garantizar, de manera expresa, a los gobernados la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.
Como es obvio, para que la protección de este derecho proceda, debe existir una petición previa ante una autoridad o un particular y que, sin que medie causa justificativa haya omitido pronunciarse frente a la misma.

Caso concreto
En el caso concreto, aduce el actor que la vulneración de su derecho fundamental de petición se deriva de la omisión en que ha incurrido el Ministerio de Defensa al no emitir el bono pensional correspondiente respecto del tiempo en que prestó servicio militar.
Ahora bien, del material probatorio obrante en el expediente, se echa de menos derecho de petición suscrito por el accionante bien a nombre propio o a través de apoderado y, dirigido al Ministerio de Defensa Nacional, a través del cual pretenda que esta entidad le expida certificación o bono pensional por el periodo que según aquel prestó servicio militar.

Tampoco se advierte que haya radicado solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez ante la AFP PORVENIR S.A. como lo afirma en la solicitud de amparo, toda vez que no milita prueba de ello, por el contrario, de los documentos que fueron allegados solo se advierte que solicitó a la AFP referida la calificación de su pérdida de capacidad laboral, la cual fue llevada a cabo por “Seguros de Vida Alfa S.A.” 
Por su parte, del documento visible a folio 2, se observa que con posterioridad al trámite ya indicado, el señor Marín López solicitó a PORVENIR S.A., la reconstrucción de la historia laboral, administradora que le informó que para adelantar las respectivas diligencias ante el aludido Ministerio debía contar con una información que el propio accionante debía suministrarle como lo era “fuerza donde trabajó; grado que tuviera; unidad de ingreso y retiro; cargo; definir si es civil o militar”; obligación con la que no ha cumplido el señor Marín López o por lo menos no existe prueba de ello.
En este orden de ideas, ante el Ministerio de Defensa Nacional no se ha radicado solicitud alguna que pretenda la expedición de tiempos de servicios o bonos pensionales como lo refiere el actor, bien por parte de la AFP PORVENIR S.A. sobre quien recae esa competencia o de parte del accionante; por lo que mal podría predicarse que tuviera la obligación de pronunciarse de fondo frente a la misma o de emitir una explicación por la imposibilidad de resolverla oportunamente, por lo que no existe comportamiento omisivo que configure una transgresión de ese derecho fundamental.
De manera que resulta claro que el Ministerio Defensa solo emitirá la certificación a que haya lugar cuando la AFP PORVENIR S.A. se lo requiera y esta, solo puede proceder de tal manera cuando el señor Marín López le allegue la información que le fue requerida en el oficio de fecha 29 de febrero del año en curso –fl. 2-.  

En razón de lo anterior, se denegará la protección constitucional peticionada por el señor Julio César Marín López. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Cuarta de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,
FALLA

PRIMERO: DENEGAR la acción de tutela iniciada por el señor JULIO CÉSAR MARÍN LÓPEZ contra la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. y el Ministerio de DEFENSA.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

TERCERO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                  Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� La sentencia T-377 de 2000, sistematizó la jurisprudencia constitucional en esta materia. También se pueden consultar las sentencias T-735 de 2010, T-479 de 2010,  T-508 de 2007, T-1130 de 2008, T-435 de 2007, T-274 de 2007, T-694 de 2006 y T-586 de 2006. Esta cita ha sido tomada de la sentencia T-667 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.	





